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Proceso:                
Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas:    
DERECHOS A LA SALUD Y A LA VIDA DIGNA / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “[L]a omisión del servicio que motivó la interposición del presente amparo es imputable a la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, ya que en su condición de EPS del régimen especial que cobija a los miembros de esa institución y sus núcleos familiares, está en la obligación de garantizarle a la actora los servicios y tratamientos necesarios para el mejoramiento y restablecimiento de su salud, al ser ésta afiliada a esa dependencia, sin que sea válido excusarse en inconvenientes administrativos para autorizar o dilatar las diferentes atenciones, de acuerdo con los lineamientos que al respecto ha establecido nuestra jurisprudencia constitucional. (…) No pocas veces se ha expuesto que es la entidad Prestadora de Servicios de Salud (EPS) la que cuenta con el engranaje pertinente para la atención de los afiliados y por ello les puede brindar una asistencia más ágil y eficaz, todo lo cual hace totalmente reprochable la indiferencia mostrada por la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, ante las necesidades de la señora MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA, sometiéndola a una espera injusta e irresponsable que da al traste con su deber legal de garantizar su atención en salud y el restablecimiento de la misma. Precisamente la jurisprudencia constitucional, en especial la sentencia T-760 de 2008, ha indicado que son las EPS las obligadas a prestar a sus afiliados los servicios que requieran, y no deben esperar que éstos acudan a la acción de tutela para garantizar las asistencias que requieran. (…) [E]n aras de que la accionante pueda ser atendida lo más pronto posible, se exhortará a ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE para que realice todas las gestiones a su alcance a efectos de que la prestación de los servicios que como IPS le corresponda brindar a la señora MARÍA SOR BEATRIZ sea eficiente y eficaz, y sin ningún tipo de dilación, en especial, la cita de control con cirujano oncólogo que requiere de manera urgente. (…) [S]e dispondrá también que tanto la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD como la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, de manera conjunta, garanticen a la actora la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la afección que dio origen a la presente acción “tumor maligno del tejido conjuntivo y tejido blanco del torax”.”.

Citación jurisprudencial: Sentencia T-760 de 2008 / Sentencia 1165 de 2008 / Sentencia 548 de 2011.
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       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación N° 1179
                                                 Hora: 2:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA contra la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE S.A., al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, a la vida digna y a la seguridad social.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que se aporta por la accionante GUZMÁN MEJÍA, se puede sintetizar así: (i) en septiembre 12 de 2016 su médico tratante le ordenó una cirugía oncológica de “tumor maligno del tejido conjuntivo y tejido blando del tórax”, conforme remisión de la Seccional de Sanidad Risaralda; (ii) en octubre 13 de 2016 se le realizó el referido procedimiento quirúrgico, y le fue prescrita cita de control con el galeno JAIME BERNARDO CALVACHE CERÓN, para verificar los resultados de la intervención; y (iii) pese a que ha adelantado todas las gestiones para que se le brinde la atención que requiere, incluso con la colaboración de la Defensoría del Pueblo, no ha sido posible obtenerla.

Con fundamento en lo anterior solicita se protejan los derechos fundamentales a la salud, la vida digna y a la seguridad social; y en consecuencia, se ordene la asignación de la cita prioritaria que requiere de manera urgente, y la atención integral necesaria para el tratamiento de la enfermedad que padece. 
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El JEFE SECCIONAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL indicó que los servicios de salud que requiere la accionante no han sido negados. Así mismo, precisó que en las instalaciones de la Seccional Sanidad Risaralda sólo se prestan las atenciones de primer nivel ambulatorio, y para los demás niveles de complejidad se tienen contratos con diversas entidades tal como lo prevé la ley. 
En el asunto que nos ocupa, en septiembre 27 del año en curso se hizo entrega de tres órdenes de servicio para la entidad ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE, con lo cual se demuestra la diligencia al autorizar los procedimientos que requiere la paciente. No obstante ello, las citas dependen de la agenda de la entidad sobre la cual no tienen injerencia.

La entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, pues no se ha negado la prestación los servicios médicos a los que tiene derecho, ya que por el contrario se ha observado de manera cabal la legislación vigente aplicable en estos asuntos.

- El representante legal de ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE S.A. señaló que no es cierta la presunta llamada efectuada por la Defensoría del Pueblo a esa entidad, puesto que existe un área encargada de las citas médicas y no se ha adquirido compromiso alguno con la paciente.

No obstante lo anterior, indicó que la cita de la actora se programó para el 19 de diciembre de 2016 a la 1:30 de la tarde en la Clínica Maraya de Pereira, razón por la cual se genera un hecho superado en ese sentido. 
Lo atinente al tratamiento integral es un aspecto que atañe directamente a la aseguradora.

- La DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL no se pronunció dentro del término que le fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en el presente evento existe afectación de los derechos fundamentales de la señora MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA, y en caso positivo, establecer cuál es la actuación que deben realizar las dependencias involucradas para hacer cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La ciudadana MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA acudió ante el juez constitucional en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la vida digna y a la seguridad social, los cuales considera quebrantados por parte de la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL y ONCÓLOGOS DE OCCIDENTE, al no habérsele asignado cita con cirujano oncólogo para el control de la cirugía que a raíz del “tumor maligno del tejido conjuntivo y tejido blanco del torax” que padece, le fue realizada en octubre 13 de 2016, fecha desde la cual se ordenó dicha valoración.

Para dar solución al debate planteado, desde ahora advierte esta Sala que al conocer la información aportada por la accionante tanto en el escrito de tutela como en comunicación telefónica posterior, el servicio médico que se reclama no le ha sido brindado, puesto que solo cuenta con la autorización del mismo, pero hasta el momento ni siquiera se le ha indicado una fecha concreta en la que será atendida por el especialista en oncología.

Si bien en las respuestas tanto de ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE como del JEFE DE SANIDAD RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, se indica que ya le fue asignada a la señora GUZMÁN MEJÍA cita para control con cirujano oncólogo, e incluso, por parte de esta última dependencia se sostuvo que la paciente ya fue valorada por el profesional de la medicina, al solicitarse a la tutelante que corroborara esa situación
, ésta indicó que únicamente fue citada para entregársele la autorización y se le dijo que en un mes sería atendida, pero en ningún momento ha sido vista por el especialista tratante, es decir, que ambas entidades faltan a la verdad en sus manifestaciones en ese sentido.
En criterio de la Sala la omisión del servicio que motivó la interposición del presente amparo es imputable a la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, ya que en su condición de EPS del régimen especial que cobija a los miembros de esa institución y sus núcleos familiares, está en la obligación de garantizarle a la actora los servicios y tratamientos necesarios para el mejoramiento y restablecimiento de su salud, al ser ésta afiliada a esa dependencia, sin que sea válido excusarse en inconvenientes  administrativos para autorizar o dilatar las diferentes atenciones, de acuerdo con los lineamientos que al respecto ha establecido nuestra jurisprudencia constitucional.

Ahora, pese a que se dice por parte del Jefe de dicha dirección que en ningún momento se le han negado servicios a la accionante, y al efecto se le entregaron tres órdenes dirigidas a ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE, sin que tenga injerencia sobre la agenda de citas de esa IPS, al respecto considera la Colegiatura que esa mera actuación no es suficiente para garantizar la prestación efectiva de las atenciones en salud, puesto que debe velar porque las instituciones con la que contrata para ese efecto brinden los servicios a los pacientes en forma adecuada y oportuna, con mayor razón en el caso de la señora MARÍA SOR BEATRIZ, en consideración a la delicada condición de salud en la que se encuentra. 
No pocas veces se ha expuesto que es la entidad Prestadora de Servicios de Salud (EPS) la que cuenta con el engranaje pertinente para la atención de los afiliados y por ello les puede brindar una asistencia más ágil y eficaz, todo lo cual hace totalmente reprochable la indiferencia mostrada por la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, ante las necesidades de la señora MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA, sometiéndola a una espera injusta e irresponsable que da al traste con su deber legal de garantizar su atención en salud y el restablecimiento de la misma. Precisamente la jurisprudencia constitucional, en especial la sentencia T-760 de 2008, ha indicado que son las EPS las obligadas a prestar a sus afiliados los servicios que requieran, y no deben esperar que éstos acudan a la acción de tutela para garantizar las asistencias que requieran.
Por lo anterior, queda claro que en el caso de la ciudadana MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA es necesaria la intervención del juez de tutela para la protección de sus derechos fundamentales a la salud y a la vida digna, y en ese sentido se ordenará a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD y la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, que de manera conjunta dispongan las medidas necesarias para que la valoración por el cirujano oncólogo que requiere la señora GUZMÁN MEJÍA, sea realizada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este providencia.
No obstante lo anterior, en aras de que la accionante pueda ser atendida lo más pronto posible, se exhortará a ONCÓLOGOS DEL OCCIDENTE para que realice todas las gestiones a su alcance a efectos de que la prestación de los servicios que como IPS le corresponda brindar a la señora MARÍA SOR BEATRIZ sea eficiente y eficaz, y sin ningún tipo de dilación, en especial, la cita de control con cirujano oncólogo que requiere de manera urgente.
Ahora, en relación con el tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo para lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna puede considerarse a tal forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico constituye una opción válida para lograr que los usuarios en salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que le son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En consonancia con lo anterior, se dispondrá también que tanto la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD como la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, de manera conjunta, garanticen a la actora la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la afección que dio origen a la presente acción “tumor maligno del tejido conjuntivo y tejido blanco del torax”.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos a la salud y a la vida digna de los que es titular la ciudadana MARÍA SOR BEATRIZ GUZMÁN MEJÍA.
SEGUNDO: SE ORDENA a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD y a la DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL, que de manera conjunta dispongan las medidas necesarias para que la valoración por el cirujano oncólogo que requiere la señora GUZMÁN MEJÍA sea realizada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este providencia. Así mismo, le garanticen a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la afección que dio origen a la presente acción “tumor maligno del tejido conjuntivo y tejido blanco del torax”. 
TERCERO: SE EXHORTA a ONCÓLOGOS DE OCCIDENTE S.A. para que realice todas las gestiones a su alcance a efectos de que la prestación de los servicios que como IPS le corresponda brindar a la señora MARÍA SOR BEATRIZ sea eficiente y eficaz, y sin ningún tipo de dilación, en especial la cita de control con cirujano oncólogo que requiere de manera urgente.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver constancia obrante a folio 38 C.O.


� Sentencias T-760/08, 1165/08 y 548/11, entre otras.





Página 7 de 8

